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Ciudad de México. El Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la sesión correspondiente al veintitrés de abril del dos mil diecinueve, emite la siguiente

S E N T E N C I A
Mediante la que se resuelven los autos relativos a la acción de inconstitucionalidad 154/2017 promovida por el Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y Protección de Datos Personales.

I. ANTECEDENTES

1. Presentación de la demanda. El Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y Protección de Datos Personales promovió acción de inconstitucionalidad contra los artículos 15, fracción LIII, y 68, fracción X, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública para el Estado de Veracruz de Ignacio de la Llave, reformados mediante el decreto 303, publicado en la Gaceta Oficial de dicha entidad el seis de noviembre del dos mil diecisiete.  

2. Radicación y admisión. Por auto de siete de diciembre del dos mil diecisiete, el Presidente de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación ordenó formar y registrar el expediente con el número 154/2017 y, por razón de turno, designó al Ministro Javier Laynez Potisek para que instruyera el procedimiento.
3. El ocho del mes y año en cita el ministro instructor admitió la acción de inconstitucionalidad y, entre otras cosas, ordenó dar vista a los Poderes Legislativo y Ejecutivo del Estado de Veracruz para que rindieran sus respectivos informes, así como al Procurador General de la República para los efectos legales conducentes.

4. Informes. Por autos de seis y trece de febrero siguiente se tuvieron por rendidos los informes de dichos poderes y por ofrecidas las pruebas ahí relacionadas, con lo que se corrió traslado a las partes y se les otorgó plazo para formular alegatos.

5. Pedimento y cierre de instrucción. Mediante proveído del doce de marzo del dos mil dieciocho se tuvo por formulado el pedimento del Procurador General de la República y por diverso de cinco de abril siguiente se declaró cerrada la instrucción del asunto a efecto de elaborar el proyecto de resolución respectivo.

II. COMPETENCIA

6. El Tribunal Pleno es competente para resolver esta acción de inconstitucionalidad, de conformidad con los artículos 105, fracción II, inciso h), de la Constitución Federal, y 10, fracción I, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, en relación con el punto segundo, fracción II, del Acuerdo General 5/2013, del Tribunal Pleno, toda vez que se cuestiona la constitucionalidad de diversas disposiciones de la Ley número 875 de Transparencia y Acceso a la Información Pública para el Estado de Veracruz de Ignacio de la Llave.

III. OPORTUNIDAD

7. La acción de inconstitucionalidad fue promovida dentro del plazo de treinta días naturales previsto en el artículo 60 de la Ley Reglamentaria de las fracciones I y II del Artículo 105 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, pues el Decreto 303 que contiene las normas impugnadas se publicó en La Gaceta Oficial del Estado de Veracruz de Ignacio de la Llave el lunes seis de noviembre del dos mil diecisiete, de modo que el aludido lapso transcurrió del martes siete de noviembre al miércoles seis de diciembre del año en cita, mientras que la demanda se recibió en la Oficina de Certificación Judicial y Correspondencia de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación en esa última fecha.

IV. LEGITIMACIÓN

8. En su informe, el Poder Ejecutivo del Estado asegura que el promovente carece de legitimación procesal activa para instar la acción de inconstitucionalidad, pues conforme a las normas aplicables el Comisionado Presidente es el funcionario facultado para representar al organismo garante nacional, aunado a que si bien el Director General de Asuntos Jurídicos puede suplir la ausencia de dicho comisionado, lo cierto es que opera previa designación, lo que en el caso no aconteció, máxime que en el acuerdo ACT-EXT-PUB/06/12/2017.02, de seis de diciembre del dos mil diecisiete, sólo se instruyó a dicho director a elaborar el ocurso, no a interponer el medio de control constitucional. 

9. Para resolver su argumento conviene tener en cuenta que los artículos 105, fracción II, inciso h), de la Constitución Federal, y 41, fracción VI, de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública establecen que corresponde al Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y Protección de Datos Personales promover las acciones de inconstitucionalidad contra, entre otras, las leyes estatales que considere vulneran el derecho de acceso a la información y la protección de datos personales.
10. El artículo 32, fracciones I y II, del Estatuto Orgánico del Instituto de Transparencia, Acceso a la Información y Protección de Datos Personales establece:

Artículo 32. La Dirección General de Asuntos Jurídicos tendrá las siguientes funciones:
I. Representar legalmente al Instituto en asuntos jurisdiccionales, contencioso-administrativos y ante toda clase de autoridades administrativas y judiciales, en los procesos de toda índole, cuando requiera su intervención y para absolver posiciones;
II. Rendir los informes previos y justificados que en materia de amparo deban presentarse, asimismo, los escritos de demanda o contestación, en las controversias constitucionales o acciones de inconstitucionalidad, promover o desistirse, en su caso, de los juicios de amparo y, en general, ejercitar todas las acciones que a dichos juicios se refieran;
(…)

11. El texto transcrito es claro al prever que corresponde al Director General de Asuntos Jurídicos representar al organismo garante nacional en los asuntos jurisdiccionales y judiciales, entre los que se encuentran las acciones de inconstitucionalidad.

12. Bastan las explicaciones dadas para concluir que el referido director tiene legitimación procesal activa para instar la acción de inconstitucionalidad que nos ocupa, pues así lo establecen las disposiciones legales aplicables, aunado a que mediante acuerdo ACT-EXT-PUB-06/12/2017.02, de seis de diciembre del dos mil diecisiete, fue instruido para ello por el Pleno del aludido instituto, según se advierte de su contenido, sobre todo, de su artículo primero (folios 74 a 79 del expediente).

13. Es cierto que conforme al artículo 30, primer párrafo, de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública, el organismo garante nacional está presidido por un comisionado que lo representa; sin embargo, tal circunstancia no significa, como pretende hacer ver el Poder Ejecutivo estatal, que sólo dicho comisionado esté legitimado para promover los medios de defensa respectivos, en este caso, la acción de inconstitucionalidad que se resuelve, pues el contenido de las normas estatutarias antes reproducidas es claro al prever que el aludido director es el representante del instituto en asuntos judiciales. 

14. En consecuencia, es infundado lo alegado por el Poder Ejecutivo del Estado de Veracruz.

V. CAUSAS DE IMPROCEDENCIA

15. En términos de los artículos 19, último párrafo, y 59, de la Ley Reglamentaria de las fracciones I y II del Artículo 105 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, este Tribunal Pleno advierte de oficio la actualización de una causa de improcedencia respecto del artículo 68, fracción X, controvertido.

16. Para demostrar tal aserto conviene informar que la fracción VII del mencionado artículo 19 establece que las controversias constitucionales y, por ende, las acciones de inconstitucionalidad son improcedentes cuando se promuevan fuera de los plazos previstos en el diverso 21 del propio ordenamiento, cuya fracción II, dispone que tratándose de normas generales, el plazo de promoción es de treinta días contados a partir, entre otros, del día siguiente a la fecha de su publicación.

17. A fin de demostrar por qué dicho supuesto de sobreseimiento se actualiza en la especie, es necesario tener en cuenta que al interpretar la fracción V del referido artículo 19, relativo a la cesación de efectos de las normas impugnadas, este Tribunal Pleno estableció que se considera que existe un nuevo acto legislativo cuando ocurre una modificación sustancial o material de la norma tildada de inconstitucional a través de un proceso legislativo distinto.

18. Se indicó que el requisito de índole formal conlleva el desahogo de las diferentes etapas del procedimiento legislativo, mientras que el material se actualiza cuando existan verdaderos cambios normativos que modifican la trascendencia, el contenido o el alcance del precepto impugnado.

19. Se precisó que este entendimiento de nuevo acto legislativo pretende que a través de las acciones de inconstitucionalidad se analicen cambios normativos reales, y no sólo cambios de palabras o cuestiones menores propias de la técnica legislativa como son: la variación en el número de fracción o de párrafo de un artículo, el simple ajuste en la ubicación de los textos, cambios de nombres de entes, dependencias y organismos, entre otros.

20. Corrobora lo expuesto, el contenido de la jurisprudencia P./J. 25/2016 del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 35, octubre de 2016, Tomo I, página 65, que establece: 

ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD. LINEAMIENTOS MÍNIMOS REQUERIDOS PARA CONSIDERAR QUE LA NUEVA NORMA GENERAL IMPUGNADA CONSTITUYE UN NUEVO ACTO LEGISLATIVO. Para considerar que se está en presencia de un nuevo acto legislativo para efectos de su impugnación o sobreseimiento por cesación de efectos en una acción de inconstitucionalidad deben reunirse, al menos, los siguientes dos aspectos: a) Que se haya llevado a cabo un proceso legislativo (criterio formal); y b) Que la modificación normativa sea sustantiva o material. El primer aspecto conlleva el desahogo y agotamiento de las diferentes fases o etapas del procedimiento legislativo: iniciativa, dictamen, discusión, aprobación, promulgación y publicación; mientras que el segundo, consistente en que la modificación sea sustantiva o material, se actualiza cuando existan verdaderos cambios normativos que modifiquen la trascendencia, el contenido o el alcance del precepto, de este modo una modificación al sentido normativo será un nuevo acto legislativo. Este nuevo entendimiento, pretende que a través de la vía de acción de inconstitucionalidad se controlen cambios normativos reales que afecten la esencia de la institución jurídica que se relacione con el cambio normativo al que fue sujeto y que deriva precisamente del producto del órgano legislativo, y no sólo cambios de palabras o cuestiones menores propias de la técnica legislativa tales como, por ejemplo, variación en el número de fracción o de párrafo de un artículo, el mero ajuste en la ubicación de los textos, o cambios de nombres de entes, dependencias y organismos. Tampoco bastará una nueva publicación de la norma para que se considere nuevo acto legislativo ni que se reproduzca íntegramente la norma general, pues se insiste en que la modificación debe producir un efecto normativo en el texto de la disposición al que pertenece el propio sistema.

21. En términos del artículo 88 del Código Federal de Procedimientos Civiles, de aplicación supletoria conforme al diverso 1 de la mencionada Ley Reglamentaria, constituye un hecho notorio para este Tribunal Pleno que en la acción de inconstitucionalidad 91/2016, el Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y Protección de Datos Personales controvirtió el artículo 68, fracción IX, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública para el Estado de Veracruz, publicada en la Gaceta Oficial de la entidad el veintinueve de septiembre del dos mil dieciséis.

22. Como se informó en los resultandos de este fallo, en la acción que se resuelve el organismo garante nacional controvierte el artículo 68, fracción X, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública para el Estado de Veracruz de Ignacio de la Llave, reformado mediante decreto 303, publicado en la Gaceta Oficial de dicha entidad el seis de noviembre del dos mil diecisiete.

23. Los textos impugnados en ambas acciones son los siguientes:

	Acción de inconstitucionalidad 91/2016
	Acción de inconstitucionalidad 154/2017

	Artículo 68. La siguiente es información reservada y por lo tanto no podrá difundirse, excepto dentro de los plazos y condiciones a que esta Ley se refiere:
(…)







IX. La contenida en las revisiones y auditorías realizadas directa o indirectamente por los órganos de control o de fiscalización estatales, hasta en tanto se presenten ante la autoridad competente las conclusiones respectivas y haya definitividad en los procedimientos consecuentes; y
	Artículo 68. La siguiente es información reservada y por lo tanto no podrá difundirse, excepto dentro de los plazos y condiciones a que esta Ley se refiere:
(…)
IX. Las que por disposición expresa de una ley tengan tal carácter, siempre que sean acordes con las bases, principios y disposiciones establecidos en esta Ley y no la contravengan; así como las previstas en tratados internacionales.

X. La contenida en las revisiones y auditorías realizadas directa o indirectamente por los órganos de control o de fiscalización estatales, hasta en tanto se presenten ante la autoridad competente las conclusiones respectivas y haya definitividad en los procedimientos consecuentes; y



24. El cuadro inserto evidencia que en virtud del decreto aquí controvertido la fracción IX del mencionado artículo 68 sólo mudó a la X, conservando el mismo texto normativo.

25. Pues bien, las explicaciones dadas son suficientes para concluir que como la norma aquí controvertida no constituye un nuevo acto legislativo, sino sólo un cambio que obedece a la técnica legislativa, es claro que su impugnación sólo es oportuna en la acción 91/2016.

26. En consecuencia, con fundamento en el artículo 20, fracción II, en relación con los diversos 19, fracción VII, y 21, fracción II, todos de la Ley Reglamentaria de las fracciones I y II del Artículo 105 de la Constitución Federal, lo que se impone es sobreseer en la acción de inconstitucionalidad a que este toca se refiere, únicamente respecto del artículo 68, fracción X, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública para el Estado de Veracruz de Ignacio de la Llave publicada en la Gaceta Oficial de la entidad el seis de noviembre del dos mil diecisiete.

27. Al no existir alguna otra causa de improcedencia propuesta por las partes o que este órgano judicial advierta de oficio, corresponde resolver el fondo del asunto.

VI. ESTUDIO DE FONDO

28. En sus conceptos de invalidez el promovente asegura que el artículo 15, fracción LIII, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública para el Estado de Veracruz de Ignacio de la Llave controvertida, es inconstitucional al prever un plazo para que los sujetos obligados cumplan su obligación de transparencia, pues además de carecer de competencia para regularlo, disminuye de manera injustificada el plazo de publicidad de la información, lo que también transgrede el derecho de igualdad, pues en dicha entidad federativa se trata de manera diversa a los gobernados que en el resto del país.

29. El aspecto de incompetencia lo sustenta en que los artículos 31, fracción I, 61 y 62 de la ley general aplicable contienen una cláusula habilitante a través de la que el legislador federal facultó al Consejo Nacional del Sistema Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y Protección de Datos Personales para emitir, entre otras cosas, lineamientos técnicos y criterios para determinar el plazo mínimo que deberá permanecer disponible y accesible la información, de modo que el legislador local no puede asumir esas atribuciones y, por ende, regular dichos plazos.

30. En cuanto a la violación al derecho de transparencia y acceso a la información, el promovente asegura que la norma controvertida introduce una figura no prevista en la ley general, aunado a que impone una limitante a dicha prerrogativa, pues excluye la posibilidad de acceder a información desclasificada con posterioridad a haber perdido esa clasificación, soslayando el principio de máxima publicidad que impera en la materia.
31. Dice que la ley general aplicable prevé que la información que en un momento se clasificó, al actualizarse determinados supuestos se vuelve pública, sin que en algún momento sujete dicha publicidad a una temporalidad específica.

32. Finalmente, el promovente asegura que el precepto impugnado viola el derecho de igualdad en la medida en que los ciudadanos veracruzanos o cualquier otra persona interesada en la información de dicha entidad federativa tendrá mayores cargas, restricciones y límites para acceder a ella, en comparación con el resto de los gobernados.

33. Antes de analizar sus argumentos conviene tener en cuenta que al resolver la acción de inconstitucionalidad 45/2016, en sesión de nueve de abril del dos mil diecinueve, así como al dirimir las diversas acciones de inconstitucionalidad respecto de esta materia, este Tribunal Pleno advirtió que entre las finalidades de la reforma constitucional de siete de febrero del dos mil catorce, se encuentran la de dotar de autonomía constitucional al órgano garante nacional en materia de transparencia y acceso a la información pública en nuestro país y replicarlo en las entidades federativas y, principalmente, unificar los alcances de los principios y bases del derecho de transparencia y acceso a la información a fin de que todos los gobernados puedan ejercerlo de la misma manera y medida en todo el territorio nacional.

34. Asimismo, que el Poder Reformador de la Constitución estimó que esa unificación se lograría a través de la emisión de una ley general que desarrolle las directrices y aspectos mínimos aplicables en la materia reconocidos en el texto constitucional, sin que tal circunstancia, se dijo, infrinja el sistema federal adoptado por nuestro país, pues se reconoce el deber de las entidades federativas de adecuar su legislación a la general y, a la vez, la posibilidad de que la amplíen o perfeccionen, siempre que en ese ejercicio respeten su ámbito de competencia y, sobre todo, los aspectos mínimos establecidos en la Constitución Federal y desarrollados en la mencionada ley general.
35. Se indicó que ese doble propósito se evidenció, por una parte, en las exposiciones de motivos tanto de la reforma constitucional de mérito como de la ley general aplicable y, por otra, en el propio texto constitucional al establecer en su artículo 6 que la ley general dispondrá las bases y principios del derecho en comento, lo que significa que las leyes federal y de las entidades federativas deben atender esos aspectos mínimos, sin vedar, en ningún momento, su potestad para legislar en la materia, siempre y cuando no contravengan esos parámetros generales. 

36. De esa manera, se concluyó que las legislaturas de las diversas entidades federativas tienen la obligación de adecuar sus instrumentos normativos aplicables en la materia a las bases y principios reconocidos en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y pormenorizados en la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública, pero a la vez tienen libertad para ampliarlos o precisarlos atendiendo a su realidad, siempre y cuando respeten dichos mínimos, bases y principios, y lo legislado localmente se relacione con su específico ámbito de competencia.

37. Al final de cuentas, se dijo, el reconocimiento de esa libertad de las entidades federativas para legislar en materia de transparencia y acceso a la información pública no es más que el reconocimiento del sistema federal asumido como forma de gobierno por nuestro país, así como el de la existencia de las denominadas facultades concurrentes o coincidentes muchas veces definidas y analizadas tanto por la doctrina como por los órganos del Poder Judicial de la Federación en el sentido de que implican, en este caso, que las entidades federativas y la Federación, pueden actuar respecto de una misma materia, siendo el Congreso de la Unión el que determine la forma y los términos de la participación de dichos entes a través de una ley general.

38. Lo expuesto evidencia, desde este momento, que no asiste razón al promovente al afirmar que la norma impugnada es inconstitucional por el sólo hecho de contener un supuesto diverso a aquellos previstos en la ley general, pues, como se dijo, si bien las legislaturas estatales están obligadas a adecuar su legislación a la general de la materia, lo cierto es que están facultadas para ampliarla o perfeccionarla, siempre y cuando lo hagan en su respectivo ámbito de competencia y atiendan las bases, principios y aspectos mínimos establecidos en la Constitución Federal y desarrollados en la mencionada ley general.

39. De ahí que, se reitera, el sólo hecho de que la legislación estatal analizada prevea un supuesto normativo no contenido en la ley marco aplicable, no la torna inconstitucional, sino que para arribar a esa conclusión debe analizarse si la introducción de ese nuevo supuesto distorsiona el sistema nacional de transparencia implementado, o bien, atenta o no contra los principios, bases y aspectos mínimos reconocidos en la Constitución Federal y desarrollados en la ley general aplicable. 

40. Ahora, el artículo 6, apartado A, fracción I, constitucional prevé el principio de máxima publicidad aplicable en la materia y en virtud del cual toda la información en posesión de cualquier autoridad, entidad, órgano y organismo federal, estatal y municipal, es pública y sólo puede ser reservada temporalmente por razones de interés público en los términos que fijen las leyes; asimismo, que en la interpretación de dicho derecho debe prevalecer el principio en comento.

41. El artículo 15, fracción LIII, impugnado, establece:

TÍTULO SEGUNDO OBLIGACIONES DE TRANSPARENCIA

CAPÍTULO II De las Obligaciones de Transparencia Comunes

Artículo 15. Los sujetos obligados deberán publicar y mantener actualizada la información pública, de conformidad con los lineamientos que para el caso expida el Sistema Nacional, al inicio de cada año o dentro de los siguientes diez días naturales a que surja alguna modificación, de acuerdo con sus atribuciones y a disposición de cualquier interesado, conforme a lo siguiente:
(…)
LIII. La información desclasificada, la cual deberá permanecer cinco años posteriores a partir de que perdió su clasificación; y
(…)
Los sujetos obligados deberán informar al Instituto y verificar que se publiquen en la Plataforma Nacional cuáles son los rubros que son aplicables a sus páginas de internet, con el objeto de que éste verifique y apruebe, de forma fundada y motivada, la relación de las fracciones aplicables a cada sujeto obligado.

42. El texto transcrito está contenido en el Título Segundo, Capítulo II De las Obligaciones de Transparencia Comunes a los sujetos obligados en dicha entidad federativa.

43. Dicha disposición prevé la información pública que tales sujetos deben divulgar y mantener de manera actualizada en sus páginas o portales de internet, conforme a los lineamientos que al efecto expida el Sistema Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y Protección de Datos Personales, en los plazos ahí establecidos.

44. Dentro de la información que los sujetos obligados en el Estado de Veracruz deben hacer pública a través de esos medios electrónicos se encuentra aquella que haya sido desclasificada y que deberá permanecer cinco años posteriores a partir de que perdió su clasificación.

45. En términos del artículo 100 de la ley general aplicable replicado en el diverso 55 de la ley estatal analizada, la clasificación es el proceso mediante el cual el sujeto obligado determina que la información en su poder actualiza alguno de los supuestos de reserva o de confidencialidad que prevén los propios ordenamientos.

46. Conforme al diverso 101 del propio ordenamiento general y 56 del estatal, los documentos clasificados como reservados serán públicos cuando: a) se extingan las causas que dieron origen a su clasificación, b) expire el plazo de clasificación, c) exista resolución de una autoridad competente que determine que existe una causa de interés público que prevalece sobre la reserva de información, o bien, d) el comité respectivo considere pertinente la desclasificación, conforme lo dispuesto en tales instrumentos legales.

47. Por su parte, el diverso 116, párrafo segundo, de la citada ley general y 72, párrafo segundo, de la local, establecen que la información confidencial no está sujeta a temporalidad alguna y sólo podrán acceder a ella sus titulares, sus representantes y los servidores públicos facultados para ello, mientras que el numeral 120 del propio ordenamiento general y 76 del local, disponen que para que los sujetos obligados puedan permitir el acceso a la información confidencial deben obtener el consentimiento de los particulares titulares.

48. De lo hasta aquí expuesto se advierte que toda la información es pública, con excepción de la clasificada como reservada o confidencial en los supuestos específicos establecidos en las leyes de la materia aplicable; clasificación que se pierde al presentarse también alguna de las hipótesis antes comentadas.

49. Entonces, el supuesto de desclasificación que contiene la norma impugnada debe entenderse como aquella información que perdió su naturaleza de clasificada por actualizarse alguno de los supuestos mencionados, es decir, porque se extinguieron las causas que la originaron, expiró el plazo de clasificación, o bien, por resolución ya sea de autoridad competente o del comité de transparencia respectivo. 

50. De conformidad con la normatividad analizada el hecho de que una información se desclasifique la torna pública, justamente por haberse actualizado alguno de los supuestos que expresamente prevén las leyes aplicables.  

51. Partiendo de lo anterior, el precepto impugnado debe entenderse en el sentido de que los sujetos obligados en el Estado de Veracruz están vinculados a divulgar y mantener actualizada en sus páginas o portales de internet la información que haya sido desclasificada, esto es, que haya perdido su clasificación de reservada.

52. De acuerdo con el propio texto impugnado, esa información debe permanecer así, cinco años posteriores a partir de que perdió su clasificación.

53. Es decir, esa información desclasificada debe permanecer pública en la página de internet durante cinco años posteriores a la fecha en que perdió su clasificación, es decir, en que se desclasificó.

54. Lo expuesto evidencia que no asiste razón al inconforme al asegurar que la fracción LIII del artículo 15 impugnado limita el derecho de transparencia y acceso a la información al vedar la posibilidad de acceder a la información desclasificada.

55. En efecto, el argumento del promovente parte de considerar que la naturaleza de reservada de cierta información permanece cinco años más a aquel en que se desclasificó, siendo que lo que el legislador local estableció es que los sujetos obligados en dicha entidad federativa deben hacer pública a través de sus páginas de internet la información desclasificada, debiendo permanecer de esa manera, esto es, siendo pública y visible en ese medio, durante cinco años posteriores a aquel en que perdieron esa clasificación.

56. En consecuencia, conforme al texto impugnado los sujetos obligados en el Estado de Veracruz deben divulgar y mantener de manera actualizada en sus páginas o portales de internet la información que haya sido desclasificada, es decir, que haya perdido su naturaleza de reservada, esto durante el plazo de cinco años a aquel en que haya ocurrido tal desclasificación.

57. Teniendo clara idea de cómo debe entenderse la norma controvertida, conviene ahora resolver los argumentos de competencia y de plazo de publicidad alegados por el promovente.

58. En cuanto al tema de competencia, se debe informar que el artículo 31, fracciones I y IV, de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública establece que el Sistema Nacional de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales está facultado para, entre otras cosas, establecer lineamientos, instrumentos, objetivos, indicadores, metas, estrategias, códigos de buenas prácticas, modelos y políticas integrales, sistemáticas, continuas y evaluables, tendentes a cumplir los objetivos de dicho ordenamiento (fracción I), así como para establecer los criterios para la publicación de los indicadores que permitan a los sujetos obligados rendir cuentas del cumplimiento de sus objetivos y resultados obtenidos.

59. Por su parte, el artículo 61 de dicha ley general prevé que los lineamientos técnicos que emita el aludido sistema nacional establecerán los formatos de publicación de la información para asegurar que ésta sea veraz, confiable, oportuna, congruente, integral, actualizada, accesible, comprensible, verificable; asimismo, que tales lineamientos preverán la homologación en la presentación de la información a que hace referencia el Título Quinto Obligaciones de Transparencia de dicho ordenamiento, por parte de los sujetos obligados.

60. Finalmente, el diverso 62 dispone que la información correspondiente a las obligaciones de transparencia debe actualizarse por lo menos cada tres meses, salvo que en esa ley o en otra disposición normativa se establezca un plazo diverso y, además, que el referido sistema nacional emitirá los criterios para determinar el plazo mínimo que deberá permanecer disponible y accesible la información, atendiendo a sus cualidades.

61. Como se ve, conforme a la normatividad aplicable, el Sistema Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y Protección de Datos Personales está facultado para emitir lineamientos y criterios a fin de determinar, entre otras cosas, el plazo mínimo que debe permanecer disponible y accesible la información a que hace referencia el Título Quinto denominado Obligaciones de Transparencia de la aludida ley general.

62. El artículo 60, contenido en dicho título, establece que las leyes en materia de transparencia y acceso a la información tanto federal como de las entidades federativas, establecerán la obligación de los sujetos obligados de poner a disposición de los particulares la información a que se refiere ese título, en los sitios de internet correspondientes y a través de la Plataforma Nacional.

63. De lo anterior se obtiene que el referido Sistema Nacional puede emitir lineamientos y criterios a fin de determinar, entre otras cosas, el plazo mínimo que debe permanecer disponible y accesible la información pública que los sujetos obligados deben divulgar y actualizar a través de sus sitios de internet.

64. En ejercicio de esa potestad, el Consejo Nacional del Sistema Nacional de Transparencia, Acceso a la Información Pública y protección de Datos Personales emitió el Acuerdo CONAIP/SNT/ACUERDO/EXT13/04/2016-08, publicado en el Diario Oficial de la Federación el cuatro de mayo del dos mil dieciséis.

65. A través de dicho acuerdo, el comité aprobó los Lineamientos Técnicos Generales para la publicación, homologación y estandarización de la información de las obligaciones establecidas en el Título Quinto y en la fracción IV del artículo 31 de la ley general, que deben difundir los sujetos obligados en los portales de internet y en la Plataforma Nacional de Transparencia, conforme al Anexo ahí también contenido. 

66. En el punto primero del referido anexo, se indicó que dichos lineamientos vinculan a todos los sujetos obligados de los distintos ámbitos de gobierno y que tienen por finalidad definir los formatos que se usarán para publicar la información prescrita en el Título Quinto de la Ley General, a fin de asegurar que sea veraz, confiable, oportuna, congruente, integral, actualizada, accesible, comprensible y verificable.

67. Asimismo se indicó que tales lineamientos prevén las especificaciones necesarias para la homologación en la presentación y publicación de la información, al tiempo que detallan los criterios mínimos tanto de contenido como de forma, que los sujetos obligados deben tomar en consideración al preparar la información que publicarán para cumplir sus obligaciones de transparencia.

68. El punto tercero dispone que las políticas generales para la publicidad de la información que poseen los sujetos obligados tienen como objetivo establecer las pautas para la organización, difusión y actualización de la información derivada de las obligaciones de transparencia comunes y específicas de los sujetos obligados.

69. Finalmente, el punto octavo establece diversas políticas para actualizar la información, entre las que destaca la contenida en la fracción III que prevé que el período de actualización de cada uno de los rubros de información y el plazo mínimo que debe permanecer disponible y accesible en su portal de internet y en la Plataforma Nacional estarán especificados en las Tablas de actualización y de conservación de la información pública derivada de las obligaciones de transparencia que forma parte de los anexos de dichos lineamientos.

70. En las tablas contenidas en dicho anexo, el Consejo Nacional pormenorizó esos períodos de actualización y de conservación a partir de identificar cada una de las obligaciones de transparencia aplicables a los sujetos obligados.

71. De esa manera, partiendo del contenido de la ley general, el Consejo pormenorizó la información que cada sujeto obligado debe hacer pública a través de su sitio o portal de internet, los criterios sustantivos y adjetivos aplicables, así como los plazos para actualización y para mantener esa información visible de esa manera, es decir, a través de los portales de internet.

72. A fin de ejemplificar lo anterior conviene transcribir parte del anexo del acuerdo en comento, que es del contenido siguiente:


El artículo 70 dice a la letra:
Artículo 70. En la Ley Federal y de las Entidades Federativas se contemplará que los sujetos obligados pongan a disposición del público y mantengan actualizada, en los respectivos medios electrónicos, de acuerdo con sus facultades, atribuciones, funciones u objeto social, según corresponda, la información, por lo menos, de los temas, documentos y políticas que a continuación se señalan:
En las siguientes páginas se hace mención de cada una de las fracciones con sus respectivos criterios.
I.	El marco normativo aplicable al sujeto obligado, en el que deberá incluirse leyes, códigos, reglamentos, decretos de creación, manuales administrativos, reglas de operación, criterios, políticas, entre otros
Los sujetos obligados deberán publicar un listado con la normatividad que emplean para el ejercicio de sus funciones. Cada norma deberá estar categorizada y contener un hipervínculo al documento correspondiente.
De existir normatividad que de ser publicada vulneraría el ejercicio de atribuciones relevantes de determinados sujetos obligados, éstos integrarán a su listado las versiones públicas de tales documentos aclarando a las personas que consulten la información de esta fracción, mediante leyenda fundamentada, motivada y actualizada al periodo que corresponda, las razones por las cuales se incluye un documento con la característica de versión pública. Los sujetos obligados bajo ese supuesto considerarán lo establecido en las disposiciones generales de los Lineamientos respecto de las versiones públicas.
Cuando exista alguna reforma, adición, derogación o abrogación de alguna norma aplicable al sujeto obligado, ésta deberá actualizarse en el sitio de Internet y en la Plataforma Nacional en un plazo no mayor a 15 días hábiles a partir de su publicación.
Para mayor claridad y accesibilidad, la información deberá organizarse mediante un catálogo con los tipos de normatividad siguientes:

· Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos
· Tratados internacionales[footnoteRef:1] [1:  Ver Tratados internacionales de los que el Estado Mexicano es parte en los que se reconocen derechos humanos http://www2.scjn.gob.mx/red/constitucion/TI.html, así como la sección publicada en el sitio de Internet de la Secretaría de Relaciones Exteriores http://www.sre.gob.mx/index.php/tratados.] 

· Constitución Política de la entidad federativa
· Leyes: generales, federales y locales
· Códigos
· Reglamentos
· Decreto de creación
· Manuales: administrativos, de integración, organizacionales
· Reglas de operación
· Criterios
· Políticas
· Otros documentos normativos: condiciones, circulares, normas, bandos, resoluciones, lineamientos, acuerdos, convenios, contratos, estatutos sindicales, estatutos universitarios, estatutos de personas morales, memorandos de entendimiento, entre otros aplicables al sujeto obligado de conformidad con sus facultades y atribuciones.
Desde cada tipo de normatividad se deberá desplegar un listado con la denominación de cada uno de los documentos aplicables al sujeto obligado, la fecha de publicación en el Diario Oficial de la Federación (DOF), órganos oficiales de difusión o los medios institucionales correspondientes, la fecha de última modificación de la norma en el formato día/mes/año (por ej. 31/Marzo/2016) y un hipervínculo al texto completo de cada norma.
Respecto de los tratados internacionales, deberán publicarse por lo menos los siguientes: Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, Convención Interamericana de Derechos Humanos, Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales. Además se incluirán los tratados internacionales relativos a la materia específica de cada sujeto obligado.
Los sujetos obligados incluirán una leyenda fundamentada, motivada y actualizada al periodo que corresponda, respecto de tratados internacionales y demás normatividad que consideren relevante adicionar a lo requerido.
En caso de que el sujeto obligado no cuente con ninguna norma del tipo: Manuales: administrativos, de integración, organizacionales; Reglas de operación, Criterios, Políticas, Otros documentos normativos: normas, circulares, bandos, resoluciones, lineamientos, acuerdos, estatutos; deberá incluir una leyenda actualizada al periodo que corresponda que lo aclare, por ejemplo: “No existen manuales de organización aplicables a la Secretaría de Turismo.”
Todos los sujetos obligados deberán incluir la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como la normatividad en materia de transparencia, acceso a la información y protección de datos personales que les corresponda.
En cuanto a las políticas que se incluirán como parte de la normatividad, se publicarán aquellos documentos normativos que tienen como objetivo orientar y establecer directrices de acción relativas a cada sujeto obligado, las cuales deben ser acatadas por los miembros del mismo y se han emitido mediante avisos, circulares u otras comunicaciones oficiales.
	Nota: Los documentos normativos publicados en formato PDF deberán considerar una versión o formato que permita su reutilización.


_______________________________________________________________________________________
Periodo de actualización: trimestral
Cuando se decrete, reforme, adicione, derogue o abrogue cualquier norma aplicable al sujeto obligado, la información deberá publicarse y/o actualizarse en un plazo no mayor a 15 días hábiles a partir de su publicación en Diario Oficial de la Federación (DOF), Periódico o Gaceta Oficial, o acuerdo de aprobación en el caso de normas publicadas por medios distintos, como el sitio de Internet[footnoteRef:2]. [2:  En el caso de normas relativas a procedimientos judiciales o administrativos, los ya iniciados se continúan tramitando y se resuelven conforme a la ley anterior, mientras que la nueva norma se aplica para los que se inicien con posterioridad a su entrada en vigor, lo cual se encuentra precisado en los transitorios respectivos.] 

Conservar en el sitio de Internet: información vigente
Aplica a: todos los sujetos obligados
_______________________________________________________________________________________
Criterios sustantivos de contenido
Criterio 1	Tipo de normatividad (Incluir catálogo: Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos / Tratados internacionales / Constitución Política de la entidad federativa o Estatuto de gobierno del Distrito Federal / Leyes: generales, federales y locales / Códigos / Reglamentos / Decreto de creación / Manuales administrativos, de integración, organizacionales / Reglas de operación / Criterios / Políticas / Otros documentos normativos: normas, bandos, resoluciones, lineamientos circulares, acuerdos, convenios, contratos, estatutos sindicales, estatutos universitarios, estatutos de personas morales, memorandos de entendimiento, entre otros aplicables al sujeto obligado de conformidad con sus facultades y atribuciones)
Criterio 2	Denominación de la norma que se reporta
Criterio 3	Fecha de publicación en el DOF u otro medio oficial o institucional expresada en el formato día/mes/año (por ej. 31/Marzo/2016). Para el caso de Otros documentos normativos se incluirá la fecha de publicación y/o fecha de firma o aprobación y en el caso de Tratados Internacionales se registrará la fecha de publicación y/o fecha de ratificación
Criterio 4	Fecha de última modificación, en su caso, expresada en el formato día/mes/año (por ej. 31/Marzo/2016)
Criterio 5	Hipervínculo al documento completo de cada norma
Criterios adjetivos de actualización
Criterio 6	Periodo de actualización de la información: trimestral. Cuando se decrete, reforme, adicione, derogue o abrogue cualquier norma aplicable al sujeto obligado, la información deberá publicarse y/o actualizarse en un plazo no mayor a 15 días hábiles a partir de su publicación y/o aprobación en el medio oficial que corresponda
Criterio 7	La información publicada deberá estar actualizada al periodo que corresponde, de acuerdo con la Tabla de actualización y conservación de la información
Criterio 8	Conservar en el sitio de Internet y a través de la Plataforma Nacional la información vigente de acuerdo con la Tabla de actualización y conservación de la información
Criterios adjetivos de confiabilidad
Criterio 9	Área(s) o unidad(es) administrativa(s) que genera(n) o posee(n) la información respectiva y son responsables de publicarla y actualizarla
Criterio 10	Fecha de actualización de la información publicada con el formato día/mes/año (por ej. 31/Marzo/2016)
Criterio 11	Fecha de validación de la información publicada con el formato día/mes/año (por ej. 31/Marzo/2016)
Criterios adjetivos de formato
Criterio 12	La información publicada se organiza mediante el formato 1, en el que se incluyen todos los campos especificados en los criterios sustantivos de contenido
Criterio 13	El soporte de la información permite su reutilización
Formato 1. LGT_Art_70_Fr_I



Normatividad aplicable a <<sujeto obligado>>
	Tipo de normatividad (Incluir catálogo: Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos / Tratados internacionales / Constitución Política de la entidad federativa o Estatuto de gobierno del Distrito Federal / Leyes: generales, federales y locales / Códigos / Reglamentos / Decreto de creación / Manuales administrativos, de integración, organizacionales / Reglas de operación / Criterios / Políticas / Otros documentos normativos: normas, bandos, resoluciones, lineamientos circulares, acuerdos, convenios, contratos, estatutos sindicales, estatutos universitarios, estatutos de personas morales, memorandos de entendimiento, entre otros aplicables al sujeto obligado de conformidad con sus facultades y atribuciones)
	Denominación de la norma
	Fecha de publicación en DOF u otro medio oficial o institucional. Para el caso de Otros documentos normativos se incluirá la fecha de publicación y/o fecha de firma o aprobación y en el caso de Tratados Internacionales se registrará la fecha de publicación y/o fecha de ratificación
	Fecha de última modificación, en su caso
	Hipervínculo al documento de la norma



Periodo de actualización de la información: trimestral. Cuando se decrete, reforme, adicione, derogue o abrogue cualquier norma aplicable al sujeto obligado, la información deberá publicarse y/o actualizarse en un plazo no mayor a 15 días hábiles a partir de su publicación y/o aprobación en el medio oficial que corresponda.
Fecha de actualización: día/mes/año
Fecha de validación: día/mes/año
Área(s) o unidad(es) administrativa(s) que genera(n) o posee(n) la información respectiva y son responsables de publicar y actualizar la información: ______________

73. Después de desglosar cada una de las obligaciones comunes a los sujetos obligados conforme al artículo 70 de la ley general, el Consejo Nacional sintetizó esa información de la manera siguiente:
Anexos
Anexo 1
Tabla de aplicabilidad de las Obligaciones de transparencia comunes
	Obligaciones de transparencia comunes de los sujetos obligados Artículo 70 de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública (LGTAIP)

	Orden de gobierno
	Organismo o poder de gobierno
	Tipo de sujeto obligado
	LGTAIP

	
	
	
	Artículos
	Fracción
	Inciso
	Aplica/ No aplica

	Federal, estatal y municipal
	Poder Ejecutivo Federal, poder ejecutivo de las Entidades Federativas, órgano ejecutivo del Distrito Federal y de los municipios
	Administración Centralizada
	Artículo 70
	I- XLVIII
	XV (a-q) XXVIII (a-b)
	Aplica

	
	
	Desconcentrados
	Artículo 70
	I- XLVIII
	XV (a-q) XXVIII (a-b)
	Aplica

	
	
	Descentralizados
	Artículo 70
	I- XLVIII
	XV (a-q) XXVIII (a-b)
	Aplica

	
	
	Empresas de Participación Estatal Mayoritarias
	Artículo 70
	I- XLVIII
	XV (a-q) XXVIII (a-b)
	Aplica

	
	
	Fideicomisos, Fondos y Mandatos
	Artículo 70
	I- XLVIII
	XV (a-q) XXVIII (a-b)
	Aplica

	Federal, estatal y municipal
	Poder Legislativo Federal, de las Entidades Federativas y la Asamblea Legislativa del Distrito Federal
	Cámara de Diputados Cámara de Senadores
	Artículo 70
	I- XLVIII
	XV (a-q) XXVIII (a-b)
	Aplica

	Federal, estatal
	Poder Judicial Federal y de las Entidades Federativas
	Tribunales de Justicia Consejos de la Judicatura
	Artículo 70
	I- XLVIII
	XV (a-q) XXVIII (a-b)
	Aplica

	Federal, estatal
	Organismos autónomos
	INE Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación Organismos públicos locales electorales y tribunales electorales de las Entidades Federativas.
	Artículo 70
	I- XLVIII
	XV (a-q) XXVIII (a-b)
	Aplica

	
	
	CNDH Organismos de protección de los derechos humanos de las Entidades Federativas.
	Artículo 70
	I- XLVIII
	XV (a-q) XXVIII (a-b)
	Aplica

	
	
	INAI Organismos garantes del derecho de acceso a la información y la protección de datos personales de las Entidades Federativas.
	Artículo 70
	I- XLVIII
	XV (a-q) XXVIII (a-b)
	Aplica

	Federal, estatal y municipal
	Instituciones de educación superior públicas autónomas
	Universidades Institutos Colegios
	Artículo 70
	I- XLVIII
	XV (a-q) XXVIII (a-b)
	Aplica

	Federal, estatal y municipal
	Partidos políticos
	Partidos políticos nacionales partidos políticos locales Agrupaciones políticas nacionales Agrupaciones políticas locales Personas morales constituidas en asociación civil creadas por ciudadanos que pretendan postular su candidatura independiente
	Artículo 70
	I- XLVIII
	XV (a-q) XXVIII (a-b)
	Aplica

	Federal y estatal
	Autoridades administrativas y jurisdiccionales en materia laboral
	Juntas de conciliación y arbitraje Tribunales de conciliación y arbitraje
	Artículo 70
	I- XLVIII
	XV (a-q) XXVIII (a-b)
	Aplica

	Federal, estatal y municipal
	Sindicatos
	Sindicatos
	Artículo 70
	I- XLVIII
	XV (a-q) XXVIII (a-b)
	Aplica

	Federal y estatal
	Sector Energético
	Órganos reguladores coordinados  Empresas productivas del Estado Subsidiarias y filiales
	Artículo 70
	I- XLVIII
	XV (a-q) XXVIII (a-b)
	Aplica



Anexo 2
[bookmark: h.3dy6vkm]Tabla de Actualización y Conservación de la Información
	Artículo
	Fracción/inciso
	Periodo de actualización
	Observaciones acerca de la información a publicar
	Periodo de Conservación de la información

	Artículo 70 En la Ley Federal y de las Entidades Federativas se contemplará que los sujetos obligados pongan a disposición del público y mantengan actualizada, en los respectivos medios electrónicos, de acuerdo con sus facultades, atribuciones, funciones u objeto social, según corresponda, la información, por lo menos, de los temas, documentos y políticas que a continuación se señalan:
	Fracción I El marco normativo aplicable al sujeto obligado, en el que deberá incluirse leyes, códigos, reglamentos, decretos de creación, manuales administrativos, reglas de operación, criterios, políticas, entre otros;
	Trimestral 
	Cuando se decrete, reforme, adicione, derogue o abrogue cualquier norma aplicable al sujeto obligado. La información deberá publicarse y/o actualizarse en un plazo no mayor a 15 días hábiles a partir de su publicación en el Diario Oficial de la Federación (DOF), periódico o Gaceta oficial, o de su acuerdo de aprobación en el caso de normas publicadas por medios distintos como el sitio de Internet.
	Información vigente

	Artículo 70  …
	Fracción II Su estructura orgánica completa, en un formato que permita vincular cada parte de la estructura, las atribuciones y responsabilidades que le corresponden a cada servidor público, prestador de servicios profesionales o miembro de los sujetos obligados, de conformidad con las disposiciones aplicables;
	Trimestral
	En su caso, 15 días hábiles después de la aprobación de alguna modificación a la estructura orgánica
	Información vigente

	Artículo 70  …
	Fracción III Las facultades de cada Área;
	Trimestral
	En su caso, 15 días hábiles después de alguna modificación 
	Información vigente

	Artículo 70  …
	Fracción IV Las metas y objetivos de las Áreas de conformidad con sus programas operativos;
	Anual
	o---o
	Información del ejercicio en curso la correspondiente a los últimos seis ejercicios anteriores.

	Artículo 70…
	Fracción V Los indicadores relacionados con temas de interés público o trascendencia social que conforme a sus funciones, deban establecer;
	Anual
	o---o
	Información del ejercicio en curso y la correspondiente a los últimos seis ejercicios anteriores

	Artículo 70  …
	Fracción VI Los indicadores que permitan rendir cuenta de sus objetivos y resultados;
	Anual
	o---o
	Información del ejercicio en curso y la correspondiente a los seis ejercicios anteriores, en su caso

	Artículo 70  …
	Fracción VII El directorio de todos los Servidores Públicos, a partir del nivel de jefe de departamento o su equivalente, o de menor nivel, cuando se brinde atención al público; manejen o apliquen recursos públicos; realicen actos de autoridad o presten servicios profesionales bajo el régimen de confianza u honorarios y personal de base. El directorio deberá incluir, al menos el nombre, cargo o nombramiento asignado, nivel del puesto en la estructura orgánica, fecha de alta en el cargo, número telefónico, domicilio para recibir correspondencia y dirección de correo electrónico oficiales;
	Trimestral
	o---o
	Información vigente.

	Artículo 70  …
	Fracción VIII La remuneración bruta y neta de todos los Servidores Públicos de base o de confianza, de todas las percepciones, incluyendo sueldos, prestaciones, gratificaciones, primas, comisiones, dietas, bonos, estímulos, ingresos y sistemas de compensación, señalando la periodicidad de dicha remuneración;
	Trimestral
	o---o
	Información del ejercicio en curso y la correspondiente al ejercicio inmediato anterior.

	Artículo 70  …
	Fracción IX Los gastos de representación y viáticos, así como el objeto e informe de comisión correspondiente;
	Trimestral
	o---o
	Información del ejercicio en curso y la correspondiente al ejercicio anterior.

	Artículo 70…
	Fracción X El número total de las plazas y del personal de base y confianza, especificando el total de las vacantes, por nivel de puesto, para cada unidad administrativa;
	Trimestral
	o---o
	Información vigente

	Artículo 70  …
	Fracción XI Las contrataciones de servicios profesionales por honorarios, señalando los nombres de los prestadores de servicios, los servicios contratados, el monto de los honorarios y el periodo de contratación;
	Trimestral
	o---o
	Información del ejercicio en curso y la correspondiente al ejercicio inmediato anterior.

	Artículo 70  …
	Fracción XII La información en Versión Pública de las declaraciones patrimoniales de los Servidores Públicos que así lo determinen, en los sistemas habilitados para ello, de acuerdo a la normatividad aplicable;
	Trimestral
	o---o
	Información del ejercicio en curso y la correspondiente al ejercicio inmediato anterior.

	Artículo 70  …
	Fracción XIII El domicilio de la Unidad de Transparencia, además de la dirección electrónica donde podrán recibirse las solicitudes para obtener la información;
	Trimestral
	En su caso 15 días hábiles después de alguna modificación.
	Información vigente.

	Artículo 70  …
	Fracción XIV Las convocatorias a concursos para ocupar cargos públicos y los resultados de los mismos;
	Trimestral y/o cuando exista alguna convocatoria a cursos para ocupar cargos públicos.
	o---o
	Información vigente y del ejercicio en curso.

	Artículo 70…
	Fracción XV La información de los programas de subsidios, estímulos y apoyos, en el que se deberá informar respecto de los programas de transferencia, de servicios, de infraestructura social y de subsidio, en los que se deberá contener lo siguiente:...
	Trimestral
	La información de los programas que se desarrollarán a lo largo del ejercicio deberá publicarse durante el primer mes del año.
	Información del ejercicio en curso y la correspondiente a los dos ejercicios anteriores.

	Artículo 70  …
	Fracción XVI Las condiciones generales de trabajo, contratos o convenios que regulen las relaciones laborales del personal de base o de confianza, así como los recursos públicos económicos, en especie o donativos, que sean entregados a los sindicatos y ejerzan como recursos públicos;
	Trimestral
	Cuando se establezca, modifique o derogue cualquier norma laboral aplicable al sujeto obligado. La información normativa deberá o actualizarse en un plazo no mayor a 15 días hábiles a partir de su publicación y/o aprobación.
	En cuanto a la normatividad: la información vigente. Respecto a los recursos entregados a sindicatos: información del ejercicio en curso y la correspondiente a los dos ejercicios anteriores.

	Artículo 70…
	Fracción XVII La información curricular, desde el nivel de jefe de departamento o equivalente, hasta el titular del sujeto obligado, así como, en su caso, las sanciones administrativas de que haya sido objeto;
	Trimestral
	En su caso, 15 días hábiles después de alguna modificación. 
	Información del ejercicio en curso. En el caso de las sanciones, conservar la correspondiente a dos ejercicios anteriores.

	Artículo 70  …
	Fracción XVIII El listado de Servidores Públicos con sanciones administrativas definitivas, especificando la causa de sanción y la disposición;
	Trimestral
	o---o
	Información del ejercicio en curso y, la correspondiente a dos ejercicios anteriores.

	Artículo 70
…
	Fracción XIX Los servicios que ofrecen señalando los requisitos para acceder a ellos;
	Trimestral
	o---o
	Información vigente

	Artículo 70
…
	Fracción XX Los trámites, requisitos y formatos que ofrecen;
	Trimestral
	o---o
	Información vigente

	Artículo 70  …
	Fracción XXI La información financiera sobre el presupuesto asignado, así como los informes del ejercicio trimestral del gasto, en términos de la Ley General de Contabilidad Gubernamental y demás normatividad aplicable;
	Trimestral
	A excepción de los informes y documentos de naturaleza anual y otros que por virtud de esta Ley o disposición legal aplicable tengan un plazo y periodicidad determinada.
	Información del ejercicio en curso y la correspondiente a seis ejercicios anteriores.

	Artículo 70  …
	Fracción XXII La información relativa a la deuda pública, en términos de la normatividad aplicable;
	Trimestral
	Con datos mensuales.
	Información del ejercicio en curso y la correspondiente a dos ejercicios anteriores.

	Artículo 70  …
	Fracción XXIII Los montos destinados a gastos relativos a comunicación social y publicidad oficial desglosada por tipo de medio, proveedores, número de contrato y concepto o campaña;
	Trimestral
	Anual, respecto al Programa de Comunicación social o equivalente.
	Información del ejercicio en curso y la correspondiente a dos ejercicios anteriores.

	Artículo 70  …
	Fracción XXIV Los informes de resultados de las auditorías al ejercicio presupuestal de cada sujeto obligado que se realicen y, en su caso, las aclaraciones que correspondan;
	Trimestral
	o---o
	Información generada en el ejercicio en curso y la correspondiente a las auditorías realizadas en los tres ejercicios anteriores.

	Artículo 70  …
	Fracción XXV El resultado de la dictaminación de los estados financieros;
	Anual
	o---o
	Información correspondiente a los últimos tres ejercicios concluidos.

	Artículo 70  …
	Fracción XXVI Los montos, criterios, convocatorias y listado de personas físicas o morales a quienes, por cualquier motivo, se les asigne o permita usar recursos públicos o, en los términos de las disposiciones aplicables, realicen actos de autoridad. Asimismo, los informes que dichas personas les entreguen sobre el uso y destino de dichos recursos;
	Trimestral
	o---o
	Información del ejercicio en curso y la correspondiente a dos ejercicios anteriores.

	Artículo 70  …
	Fracción XXVII Las concesiones, contratos, convenios, permisos, licencias o autorizaciones otorgados, especificando los titulares de aquéllos, debiendo publicarse su objeto, nombre o razón social del titular, vigencia, tipo, términos, condiciones, monto y modificaciones, así como si el procedimiento involucra el aprovechamiento de bienes, servicios y/o recursos públicos;
	Trimestral
	o---o
	Información del ejercicio en curso y la correspondiente a dos ejercicios anteriores.

	Artículo 70  …
	Fracción XXVIII La información sobre los resultados sobre procedimientos de adjudicación directa, invitación restringida y licitación de cualquier naturaleza, incluyendo la Versión Pública del Expediente respectivo y de los contratos celebrados, que deberá contener, por lo menos, lo siguiente:…
	Trimestral
	o---o
	Información vigente; la generada en el ejercicio en curso y la correspondiente a dos ejercicios anteriores.

	Artículo 70  …
	Fracción XXIX Los informes que por disposición legal generen los sujetos obligados;
	Trimestral
	o---o
	Información del ejercicio en curso y la correspondiente a dos ejercicios anteriores.

	Artículo 70  …
	Fracción XXX Las estadísticas que generen en cumplimiento de sus facultades, competencias o funciones con la mayor desagregación posible;
	Trimestral
	o---o
	Información generada en el ejercicio en curso y la correspondiente a los últimos seis ejercicios.

	Artículo 70  …
	Fracción XXXI Informe de avances programáticos o presupuestales, balances generales y su estado financiero;
	Trimestral
	A más tardar 30 días hábiles después del cierre del periodo que corresponda.
	Información del ejercicio en curso y la correspondiente a los últimos seis ejercicios.

	Artículo 70  …
	Fracción XXXII Padrón de proveedores y contratistas;
	Trimestral
	o---o
	Información del ejercicio en curso y la correspondiente al ejercicio inmediato anterior.

	Artículo 70  …
	Fracción XXXIII Los convenios de coordinación de concertación con los sectores social y privado;
	Trimestral
	o---o
	Información del ejercicio en curso y la correspondiente al ejercicio inmediato anterior y los instrumentos jurídicos vigentes aun cuando éstos sean de ejercicios anteriores.

	Artículo 70  …
	Fracción XXXIV El inventario de bienes muebles e inmuebles en posesión y propiedad;
	Semestral
	En su caso, 30 días hábiles después de adquirir algún bien. 
	Información vigente y la correspondiente al semestre inmediato anterior concluido.

	Artículo 70  …
	Fracción XXXV Las recomendaciones emitidas por los órganos públicos del Estado mexicano u organismos internacionales garantes de los derechos humanos, así como las acciones que han llevado a cabo para su atención;
	Trimestral
	o---o
	Información generada en el ejercicio en curso a partir de la notificación de la recomendación y/o sentencia. Una vez concluido el seguimiento de la recomendación y/o sentencia conservar la información durante dos ejercicios.

	Artículo 70  …
	Fracción XXXVI Las resoluciones y laudos que se emitan en procesos o procedimientos seguidos en forma de juicio;
	Trimestral
	o---o
	Información del ejercicio en curso y la correspondiente al ejercicios inmediato anterior.

	Artículo 70  …
	Fracción XXXVII Los mecanismos de participación ciudadana;
	Trimestral
	o---o
	Información del ejercicio en curso y la correspondiente al ejercicio anterior.

	Artículo 70  …
	Fracción XXXVIII Los programas que ofrecen, incluyendo información sobre la población, objetivo y destino, así como los trámites, tiempos de respuesta, requisitos y formatos para acceder a los mismos;
	Trimestral
	La información de los programas que se desarrollarán a lo largo del ejercicio deberá publicarse durante el primer mes del año.
	Información del ejercicio en curso y la correspondiente a los dos ejercicios anteriores.

	Artículo 70  …
	Fracción XXXIX Las actas y resoluciones del Comité de Transparencia de los sujetos obligados;
	Semestral
	o---o
	Información del ejercicio en curso y la correspondiente al ejercicio inmediato anterior.

	Artículo 70  …
	Fracción XL Todas las evaluaciones y encuestas que hagan los sujetos obligados a programas financiados con recursos públicos;
	Anual
	o---o
	Información generada en el ejercicio en curso y la correspondiente al ejercicio inmediato anterior.

	Artículo 70  …
	Fracción XLI Los estudios financiados con recursos públicos;
	Trimestral
	En su caso, 30 días hábiles después de publicar los resultados del estudio.
	Información del ejercicio en curso y la correspondiente a dos ejercicios anteriores.

	Artículo 70  …
	Fracción XLII El listado de jubilados y pensionados y el monto que reciben;
	Trimestral
	o---o
	Información del ejercicio en curso y la correspondiente al ejercicio inmediato anterior.

	Artículo 70  …
	Fracción XLIII Los ingresos recibidos por cualquier concepto señalando el nombre de los responsables de recibirlos, administrarlos y ejercerlos, así como su destino, indicando el destino de cada uno de ellos;
	Trimestral
	o---o
	Información vigente y la correspondiente a dos ejercicios anteriores.

	Artículo 70  …
	Fracción XLIV Donaciones hechas a terceros en dinero o en especie;
	Semestral
	o---o
	Información que se genere en el ejercicio en curso y la que se genere en el ejercicio inmediato anterior. 

	Artículo 70  …
	Fracción XLV El catálogo de disposición y guía de archivo documental;
	Anual
	o---o
	Información vigente

	Artículo 70  …
	Fracción XLVI Las actas de sesiones ordinarias y extraordinarias, así como las opiniones y recomendaciones que emitan, en su caso, los consejos consultivos;
	Trimestral
	o---o
	Información que se genere en el ejercicio en curso y la correspondiente al ejercicio inmediato anterior.

	Artículo 70  …
	Fracción XLVII Para efectos estadísticos, el listado de solicitudes a las empresas concesionarias de telecomunicaciones y proveedores de servicios o aplicaciones de Internet para la intervención de comunicaciones privadas, el acceso al registro de comunicaciones y la localización geográfica en tiempo real de equipos de comunicación, que contenga exclusivamente el objeto, el alcance temporal y los fundamentos legales del requerimiento, así como, en su caso, la mención de que cuenta con la autorización judicial correspondiente, y
	Trimestral
	o---o
	Información que se genere en el ejercicio en curso y la correspondiente a dos ejercicios anteriores.

	Artículo 70  …
	Fracción XLVIII Cualquier otra información que sea de utilidad o se considere relevante, además de la que, con base en la información estadística, responda a las preguntas hechas con más frecuencia por el público.
	Trimestral
	o---o
	Información vigente

	Último párrafo del  Artículo 70
	Los sujetos obligados deberán informar a los organismos garantes y verificar que se publiquen en la Plataforma Nacional, cuáles son los rubros que son aplicables a sus páginas de Internet, con el objeto de que éstos verifiquen y aprueben, de forma fundada y motivada, la relación de fracciones aplicables a cada sujeto obligado.
	Anual
	o---o
	Información vigente y la generada en el ejercicio en curso.



74. Hecho lo anterior, el Consejo pormenorizó la información que cada sujeto obligado debe hacer pública en sus sitios de internet, conforme a los artículos 71 a 82 de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública, elaborando cuadros similares a los antes reproducidos.

75. Visto de esa manera, parecería que asiste razón al promovente al afirmar que la norma impugnada es inconstitucional, pues el órgano facultado para emitir dichos lineamientos y regular lo relativo al plazo que la información pública debe mantenerse visible y actualizada en los portales de internet es el órgano competente del aludido sistema nacional; sin embargo, esa aseveración parte del análisis aislado de dichos lineamientos.

76. Como se informó al principio de la explicación, en términos del artículo 6, apartado A, fracción I, constitucional, toda la información en posesión de cualquier autoridad, entidad, órgano y organismo federal, estatal y municipal, es pública y sólo puede ser reservada temporalmente por razones de interés público en los términos que fijen las leyes aplicables. 

77. El artículo 70 de la Ley General prevé la información pública que todos los sujetos obligados deben divulgar y actualizar en sus portales o sitios de internet, entre las que se encuentran su marco normativo, estructura orgánica, directorio de servidores públicos, domicilio, servicios y trámites que ofrecen, condiciones generales de trabajo, inventarios, padrón de proveedores y contratistas, entre otras.

78. Los diversos artículos 71 a 82 del propio ordenamiento general prevén la información específica que cada uno de los sujetos obligados, dependiendo de si son órganos legislativos, ejecutivos, judiciales, autónomos, entre otros, deben divulgar y mantener actualizada a través de sus sitios de internet.

79. De la lectura de todas las fracciones que conforman dichos preceptos se echa de menos alguna que regule lo relativo a la información desclasificada, es decir, aquella que perdió su naturaleza de reservada.

80. Todos esos preceptos están contenidos en el Título Quinto denominado Obligaciones de Transparencia, de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública y se vinculan con aquella información que los sujetos obligados deben divulgar y actualizar a través de sus sitios de internet.

81. Lo anterior implica que toda la información contenida en dichos preceptos se considera, per se, pública, justamente por estar contenida en el título de la ley que regula lo relativo a la información que los sujetos obligados deben publicitar a través de sus páginas o portales de internet.

82. La información desclasificada a que se refiere el texto legal impugnado se vuelve pública al actualizarse alguna de las hipótesis contenidas en los ordenamientos aplicables; sin embargo, en principio fue clasificada.

83. Si esa información, de origen, se consideró clasificada, es claro que no encuadra en los supuestos que expresamente el legislador federal reguló en los artículos 70 a 82 de la ley general y que justamente son desarrollados y pormenorizados por, entre otros, el Acuerdo CONAIP/SNT/ACUERDO/EXT13/04/2016-08, publicado en el Diario Oficial de la Federación el cuatro de mayo del dos mil dieciséis y sus anexos.

84. Lo anterior significa que el legislador federal pretendió que el aludido Sistema Nacional de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales regulara a través de la emisión de acuerdos como el comentado, aquella información pública que los sujetos obligados deben divulgar y actualizar en sus portales de internet y que está pormenorizada en los artículos 70 a 82 de la ley general de la materia.
85. Tan es así que, como se dijo, en el acuerdo de mérito y en sus anexos, el Consejo Nacional pormenorizó la información contenida fracción por fracción de tales artículos, estableciendo cuál es aquella que deben contener tales sitios de internet, los criterios sustantivos y adjetivos aplicables, así como el plazo de actualización y el tiempo que debe mantenerse visible en dichos portales.

86. Basta lo expuesto para advertir que la información clasificada que luego perdió esa naturaleza y se volvió pública, evidentemente no está en los supuestos de publicidad y, por ende, de divulgación y actualización a que se refiere el Título Quinto de la Ley General, justamente al haberse clasificado como reservada o confidencial.

87. Si se toma en cuenta que el Sistema Nacional de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales está facultado para emitir lineamientos y criterios como el contenido en el referido acuerdo, es claro que la información que fue desclasificada por actualizarse alguno de los supuestos de ley no estaba contemplada en esas hipótesis que regula y, por ende, el legislador local puede válidamente prever un plazo para que los sujetos obligados en el Estado de Veracruz la mantengan y actualicen en sus sitios de internet.

88. En efecto, si esa información era clasificada, evidentemente no era pública y, menos, aquella que los sujetos obligados deben divulgar y actualizar en sus portales de internet, de modo que ni siquiera los plazos contenidos en el acuerdo de mérito le son aplicables, simple y sencillamente porque esa información no es aquella a que se refería el legislador federal al facultar al aludido Sistema Nacional para regular estos aspectos.

89. La conclusión que antecede se corrobora aún más por el hecho de que, como alega el promovente, la ley general ni siquiera prevé el supuesto de publicidad a través de los sitios oficiales de internet de la información desclasificada o que perdió su naturaleza de reservada.

90. De ahí que si el legislador federal no previó ese supuesto, tampoco previó que su plazo de divulgación y actualización a través de esa vía estuviera regulada a través de los referidos lineamientos o criterios que al efecto emite el Consejo Nacional del Sistema Nacional.

91. Tal conclusión no debe llevarse al extremo de considerar que los legisladores estatales pueden regular todo lo relativo a los plazos de actualización y de visibilidad de la información en los aludidos sitios de internet, sino que en el caso, tiene esa posibilidad al tratarse de información clasificada que perdió esa naturaleza y que, como tal, no estaba contenida desde un principio en los supuestos regulados en los artículos 70 a 82 de la ley marco aplicable y, por ende, no es facultad exclusiva del Sistema Nacional.

92. Si bien podría considerarse que al hacerse pública la información anteriormente clasificada, podría actualizarse alguno de los supuestos contenidos en los artículos que integran el Título Quinto de la referida Ley General, se debe decir que tampoco es así.

93. Lo anterior porque si esa información desclasificada pudiera actualizar alguno de los supuestos de publicidad aludidos, no se hubiera clasificado desde el inicio, es decir, no actualizaría alguno de los supuestos de reserva o de confidencialidad regulados en los ordenamientos aplicables.

94. En otras palabras, si la divulgación de la información desclasificada pudiera actualizar alguno de los supuestos en virtud de los cuales los sujetos obligados están vinculados a divulgar y mantener actualizada esa información en sus portales de internet, simple y sencillamente no se hubiera permitido su clasificación de reservada desde un inicio.

95. En consecuencia, no asiste razón al promovente al afirmar que el artículo 15, fracción LIII, de la ley estatal analizada es contrario al orden constitucional, pues si bien la ley general de la materia faculta al Sistema Nacional para emitir lineamientos y criterios que determinen el plazo mínimo que deberá permanecer disponible y accesible la información pública en los sitios de internet, lo cierto es que, por una parte, esa ley general no prevé el supuesto regulado en la local, de modo que aquella competencia y facultad no puede entenderse ni hacerse extensiva por el simple hecho de volverse pública esa información y, por otra, porque como la información desclasificada, de origen, era clasificada, es claro que no actualiza alguno de los supuestos contenidos en el Título Quinto de la Ley General y, por ende, no puede considerarse de regulación exclusiva por parte del legislador federal.

96. Máxime si se considera que, como se dijo al principio de la explicación, si bien las entidades federativas están vinculadas a adecuar su legislación a la ley general de la materia, lo cierto es que también están facultadas para desarrollar y ampliar los supuestos que contiene, siempre y cuando ese ejercicio sea en su respectivo ámbito de competencia y la introducción o cambio sea acorde a las bases, principios y aspectos mínimos reconocidos en la Constitución Federal y desarrollados en la citada ley general.

97. Este Alto Tribunal no advierte cómo la introducción del supuesto normativo controvertido altera el sistema de transparencia implementado por el Poder Reformador de la Constitución y por el legislador federal, pues al final de cuentas vincula a los sujetos obligados en el Estado de Veracruz a hacer pública a través de sus sitios de internet la información desclasificada y mantenerla ahí por el plazo de cinco años. Es decir, favorece aún más la publicidad.

98. Es más, con esa regulación, el legislador estatal amplió el derecho de transparencia y acceso a la información al establecer un deber de los sujetos obligados no prevista en la ley general y si bien indicó que deben mantenerla en sus sitios de internet por el plazo de cinco años posteriores a su desclasificación, lo cierto es que tal circunstancia no viola alguna competencia expresamente otorgada a un ente federal, justamente al no estar previsto ese supuesto en la información considerada desde un inicio como pública.

99. Además, no debe perderse de vista que el hecho de que los sujetos obligados en dicha entidad federativa deban divulgar y mantener actualizada la información desclasificada por el plazo de cinco años, no significa que, transcurrido ese lapso, tal información pierda su naturaleza de pública, sino únicamente que ya no están obligados a mantenerla de esa manera en sus sitios de internet, pudiendo los interesados acceder a ella a través de los medios que al efecto prevé el ordenamiento aplicable.

100. En este punto conviene precisar que, una vez que se actualiza la desclasificación de la información, el siguiente acto que debe realizarse para su consulta, conforme a los artículos 106, fracción III, de la ley marco y 60, fracción III, de la ley local analizada, es la elaboración de la versión pública, pues puede suceder que esa información desclasificada contenga datos o información que deba ser protegida.

101. De ahí que no asista razón al promovente al afirmar que como el legislador federal no previó plazo para que la información pública se considere de esa manera, la norma impugnada es inconstitucional, pues, como ya se dijo, el hecho de que la norma local prevea ese lapso no significa que transcurrido la información desclasificada pierda su naturaleza de pública.

102. Incluso, es un contrasentido que el organismo garante nacional alegue que la información pública contenida en los sitios de internet no está sujeta a plazo o temporalidad en que deben mantenerse así y, por otra parte, insista en que el aludido Sistema Nacional es la única autoridad competente para regular dicha temporalidad. De ahí lo infundado de su argumento.

103. La conclusión que antecede evidencia que tampoco se actualiza la violación al principio de igualdad alegada. Si bien lo que se buscó con la reforma constitucional antes comentada y la emisión de la ley general de la materia fue homologar los principios y reglas aplicables al derecho de transparencia y acceso a la información pública, lo cierto es que tal circunstancia no implica que todas las entidades federativas deban sólo replicar las disposiciones de la ley marco y abstenerse de regular los aspectos que atienden a su realidad.

104. Además, al regular la hipótesis jurídica controvertida, el legislador local amplió el derecho protegido por el artículo 6, apartado A, constitucional, de modo que no se le puede reprochar un trato discriminatorio por tratar de proteger de mejor manera dicha prerrogativa en su respectivo ámbito de competencia.

105. Máxime que, como se indicó, tal circunstancia no transgrede el sistema de transparencia implementado por el Poder Reformador de la Constitución y por el legislador federal y tampoco trastoca los principios, bases y aspectos mínimos por ellos regulados. 

106. En las relatadas circunstancias, al resultar infundados los conceptos de invalidez propuestos, lo que se impone es reconocer la validez del artículo 15, fracción LIII, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública para el Estado de Veracruz de Ignacio de la Llave publicada en la Gaceta Oficial de la entidad el seis de noviembre del dos mil diecisiete. 

VII. DECISIÓN 

Por lo expuesto y fundado, se resuelve:

PRIMERO. Es parcialmente procedente e infundada la acción de inconstitucionalidad 154/2017.

SEGUNDO. Se sobresee en la acción de inconstitucionalidad respecto del artículo 68, fracción X, de la Ley Número 875 de Transparencia y Acceso a la Información Pública para el Estado de Veracruz de Ignacio de la Llave, publicado en la Gaceta Oficial de dicha entidad el seis de noviembre del dos mil diecisiete, mediante Decreto Número 303. 

TERCERO. Se reconoce la validez del artículo 15, fracción LIII, de la Ley Número 875 de Transparencia y Acceso a la Información Pública para el Estado de Veracruz de Ignacio de la Llave publicado en la Gaceta Oficial de dicha entidad el seis de noviembre del dos mil diecisiete, mediante Decreto Número 303. 

CUARTO. Publíquese esta resolución en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta.

Notifíquese; haciéndolo por medio de oficio a las partes y, en su oportunidad, archívese el expediente como asunto concluido.

Así lo resolvió el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación:

En relación con el punto resolutivo primero:

Se aprobó por unanimidad de once votos de los señores Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, González Alcántara Carrancá, Esquivel Mossa, Franco González Salas, Aguilar Morales, Pardo Rebolledo, Piña Hernández, Medina Mora I., Laynez Potisek, Pérez Dayán y Presidente Zaldívar Lelo de Larrea, respecto de los apartados I, II, III y IV relativos, respectivamente, a los antecedentes, a la competencia, a la oportunidad y a la legitimación.

En relación con el punto resolutivo segundo:

Se aprobó por unanimidad de once votos de los señores Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, González Alcántara Carrancá, Esquivel Mossa, Franco González Salas, Aguilar Morales, Pardo Rebolledo con consideraciones distintas, Piña Hernández por consideraciones distintas, Medina Mora I. por consideraciones distintas, Laynez Potisek, Pérez Dayán y Presidente Zaldívar Lelo de Larrea, respecto del apartado V, relativo a las causas de improcedencia, consistente en sobreseer respecto del artículo 68, fracción X, de la Ley Número 875 de Transparencia y Acceso a la Información Pública para el Estado de Veracruz de Ignacio de la Llave. Los señores Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, Aguilar Morales, Piña Hernández y Medina Mora I. anunciaron sendos votos concurrentes.

En relación con el punto resolutivo tercero:

Se aprobó por mayoría de nueve votos de los señores Ministros González Alcántara Carrancá, Esquivel Mossa, Franco González Salas, Pardo Rebolledo, Piña Hernández, Medina Mora I., Laynez Potisek, Pérez Dayán y Presidente Zaldívar Lelo de Larrea, respecto del apartado VI, relativo al estudio de fondo, consistente en reconocer la validez del artículo 15, fracción LIII, de la Ley Número 875 de Transparencia y Acceso a la Información Pública para el Estado de Veracruz de Ignacio de la Llave. Los señores Ministros Gutiérrez Ortiz Mena y Aguilar Morales votaron en contra. Los señores Ministros Piña Hernández y Medina Mora I. anunciaron sendos votos concurrentes.

En relación con el punto resolutivo cuarto:

Se aprobó por unanimidad de once votos de los señores Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, González Alcántara Carrancá, Esquivel Mossa, Franco González Salas, Aguilar Morales, Pardo Rebolledo, Piña Hernández, Medina Mora I., Laynez Potisek, Pérez Dayán y Presidente Zaldívar Lelo de Larrea.

Votación que no se refleja en puntos resolutivos:

Se expresó una mayoría de siete votos de los señores Ministros Esquivel Mossa, Franco González Salas, Aguilar Morales, Pardo Rebolledo, Medina Mora I., Laynez Potisek y Pérez Dayán en el sentido de que, para la validez del decreto impugnado, no se requería la consulta previa a los pueblos y comunidades indígenas, así como a las personas con discapacidad. Los señores Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, González Alcántara Carrancá, Piña Hernández y Presidente Zaldívar Lelo de Larrea votaron en el sentido de que, para su validez, el decreto impugnado requería de dicha consulta.

El señor Ministro Presidente Zaldívar Lelo de Larrea declaró que el asunto se resolvió en los términos precisados, reservando el derecho de los señores Ministros de formular los votos que consideren pertinentes. Doy fe.

Firman el Ministro Presidente de la Suprema Corte de Justicia de la Nación y el Ministro Ponente, con el Secretario General de Acuerdos que da fe.
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ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD 154/2017


ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD 154/2017
Esta foja corresponde a la Acción de Inconstitucionalidad 154/2017. Promovente: Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y Protección de Datos Personales, fallada el veintitrés de abril del dos mil diecinueve, en el siguiente sentido: PRIMERO. Es parcialmente procedente e infundada la acción de inconstitucionalidad 154/2017. SEGUNDO. Se sobresee en la acción de inconstitucionalidad respecto del artículo 68, fracción X, de la Ley Número 875 de Transparencia y Acceso a la Información Pública para el Estado de Veracruz de Ignacio de la Llave, publicado en la Gaceta Oficial de dicha entidad el seis de noviembre del dos mil diecisiete, mediante Decreto Número 303. TERCERO. Se reconoce la validez del artículo 15, fracción LIII, de la Ley Número 875 de Transparencia y Acceso a la Información Pública para el Estado de Veracruz de Ignacio de la Llave publicado en la Gaceta Oficial de dicha entidad el seis de noviembre del dos mil diecisiete, mediante Decreto Número 303. CUARTO. Publíquese esta resolución en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Conste.
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	En relación con el estudio de fondo, comparto el sentido, pero no todas las consideraciones de la sentencia, pues estimo que el artículo 15, fracción LIII, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública para el Estado de Veracruz prevé información adicional a la que como mínimo, conforme a la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública, los sujetos obligados deben poner a disposición del público y mantener actualizada en medios electrónicos.

La competencia del legislador estatal para imponer obligaciones de transparencia proactiva, como la analizada, deriva de lo dispuesto en el artículo 6°, apartado A, fracción V, de la Constitución Federal, en el sentido de que los sujetos obligados en las entidades federativas deben publicar a través de los medios electrónicos disponibles la información completa y actualizada respecto del ejercicio de recursos públicos y los indicadores que permitan rendir cuenta del cumplimiento de objetivos y resultados obtenidos.

Esta base constitucional sobre transparencia gubernamental y acceso a la información es desarrollada en la referida ley general -de acuerdo con el artículo 73, fracción XXIX-S, de la propia Constitución- que, en sus artículos 60 y 70, prevé que las leyes de las entidades federativas contemplen que los sujetos obligados pongan a disposición del público y mantengan actualizada, en sus sitios de Internet y a través de la Plataforma Nacional, al menos, la información a que se refiere su Título Quinto; no existiendo impedimento, sino incentivos para divulgar y actualizar información adicional y contribuir con ello a una cultura de transparencia y apertura gubernamental.

En este sentido, el establecimiento en la ley local de un plazo en el que esta información adicional debe publicitarse en medios electrónicos no viola la competencia del Sistema Nacional de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales para fijar el plazo mínimo en el que deberá permanecer disponible y accesible la información, pues ésta se relaciona con las obligaciones de transparencia que se prevén en el referido Título Quinto de la citada ley general, mas no con las de transparencia proactiva que pueden válidamente prever las entidades federativas. Aunado a lo anterior, como señala el fallo, tampoco limita el derecho de acceso a la información, pues el hecho de que, transcurrido tal plazo, la información adicional deje de publicitarse en medios electrónicos, no implica que deje de ser pública, pudiendo acceder a ella por otros medios.




Resta señalar que me aparto de las afirmaciones sobre “aspectos mínimos” reconocidos en el texto constitucional, “disposición” en la ley general de las bases y principios del derecho de acceso a la información e identidad entre facultades “concurrentes” y “coincidentes”, así como, por las razones expuestas, de las consideraciones en que se sustenta la competencia del legislador local, relacionadas con la naturaleza pública (desclasificada) o reservada (clasificada) de la información y, de modo directo, con la ley general y los acuerdos emitidos por el Consejo Nacional del Sistema Nacional de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales.
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VOTO CONCURRENTE QUE FORMULA EL SEÑOR MINISTRO JORGE MARIO PARDO REBOLLEDO, EN LOS AUTOS DE LA ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD 154/2017, RESUELTA POR EL PLENO DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, EN SESIÓN PÚBLICA DEL VEINTITRÉS DE ABRIL DE DOS MIL DIECINUEVE.

En sesión del veintitrés de abril de dos mil diecinueve, el Tribunal Pleno de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación, resolvió la acción de inconstitucionalidad citada al rubro, respecto de la Ley Número 875 de Transparencia y Acceso a la información Pública para el Estado de Veracruz de Ignacio de Llave, publicada en la Gaceta Oficial de dicha entidad el seis de noviembre de dos mil diecisiete, mediante Decreto número 303. 

En la mencionada sesión, se aprobó por unanimidad de once votos el punto resolutivo segundo, respecto del apartado V, de la ejecutoria, relativo a las causas de improcedencia, consistente en sobreseer respecto del artículo 68, fracción X, de la Ley impugnada, y algunos Señores Ministros, incluido el suscrito, compartimos el sentido expresado pero por consideraciones distintas a las expresadas en la ejecutoria. 

Al respecto, se sostuvo que dicho sobreseimiento procedía porque el decreto controvertido, sólo mudó a la fracción X, la anterior fracción IX del artículo 68, del mismo ordenamiento en análisis, publicado el veintinueve de septiembre de dos mil dieciséis, por lo que, la norma no constituye un nuevo acto legislativo, sino que es sólo un cambio que obedece a la técnica legislativa, de ahí que, su impugnación resultaba inoportuna en el presente medio de control constitucional. 

Criterio que en reiteradas ocasiones he expresado, no comparto; pues desde mi punto de vista, basta cualquier modificación en el texto legal, que transite por un nuevo proceso legislativo, para que se considere que existe un nuevo acto legislativo que puede ser impugnado. 

No obstante mi criterio, voté por el sobreseimiento de dicha porción normativa por una razón distinta, a saber, el hecho de que el artículo 68, fracción X, de la Ley en estudio, fue declarada inválida por este Tribunal Pleno en la diversa acción de inconstitucionalidad 91/2016, fallada en sesión del día  veintidós de abril de dos mil diecinueve, por mayoría de nueve votos en cuanto a dicho punto; de ahí que, se actualiza la causal de improcedencia señalada en el artículo 19, fracción IV[footnoteRef:3], en relación con el diverso 65[footnoteRef:4], de la Ley Reglamentaria de las fracciones I y II del artículo 105 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, pues la norma general impugnada fue materia de una ejecutoria dictada en otra acción de inconstitucionalidad.  [3:  “ARTÍCULO  19. Las controversias constitucionales son improcedentes:
(…)
IV. Contra normas generales o actos que hubieren sido materia de una ejecutoria dictada en otra controversia, o contra las resoluciones dictadas con motivo de su ejecución, siempre que exista identidad de partes, normas generales o actos y conceptos de invalidez, en los casos a que se refiere el artículo 105, fracción I, último párrafo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos;(…).”]  [4:  “ARTÍCULO  65. En las acciones de inconstitucionalidad, el ministro instructor de acuerdo al artículo 25, podrá aplicar las causales de improcedencia establecidas en el artículo 19 de esta ley, con excepción de su fracción II respecto de leyes electorales, así como las causales de sobreseimiento a que se refieren las fracciones II y III del artículo 20.
La (sic) causales previstas en las fracciones III y IV del artículo 19 sólo podrán aplicarse cuando los supuestos contemplados en éstas se presenten respecto de otra acción de inconstitucionalidad.”] 
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